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Justo cuando creíamos que las fuerzas reaccionarias ya no podían ir más lejos, el Cónclave de Cardenales nos 
confundió a todos eligiendo una de las mentes más brillantes y conservadoras de la grey católico-romana. Uno 
hubiera pensado que esto era lo menos indicado en un momento en que el imperativo debería ser la reconciliación 
entre las religiones, no la polarización. Sin embargo, la Iglesia simplemente sigue lo que al parecer es una tendencia 
global de designar fundamentalistas e ideólogos para las posiciones clave en las instituciones internacionales.

Desde el  comienzo de la  segunda administración  de  George W.  Bush ha habido una intervención mucho  más 
agresiva de los EE.UU. en el sistema multilateral. El ex Secretario de Defensa de Bush, el ideólogo conservador Paul 
Wolfowitz, se hará cargo del Banco Mundial y John Bolton –que se precia de “destrozar” los tratados internacionales- 
probablemente sea confirmado como embajador de los Estados Unidos ante las Naciones Unidas, aunque todavía no 
ha terminado el  proceso de audiencias en el  Senado. En el frente interno, el  tenebroso John Negroponte (cuya 
reputación es la de “hacer el trabajo, aunque sea muy sucio”) será el máximo jefe de la inteligencia estadounidense, 
un  nombramiento  con  claras  consecuencias  internacionales  si  tenemos  en  cuenta  la  obsesión  estadounidense 
respecto  de  la  seguridad  y  el  terrorismo.  Y  la  lista  no  termina  ahí.  En  mayo  Ann  Veneman,  ex  Secretaria  de 
Agricultura e imperturbable defensora de la agroindustria, será quien se haga cargo de la UNICEF, y en los próximos 
meses podemos prever que los Estados Unidos determinarán quién será el nuevo Director General de la OMC (y 
quién no lo será). En otra muestra de esta actitud de creciente “compromiso”, Marc Malloch-Brown, ex director del 
PNUD, ha sido nombrado para hacerse cargo de la cooperación entre EE.UU. y Naciones Unidas, un puesto con 
sede en la oficina del Secretario General de las Naciones Unidas. Aunque la intención de Malloch-Brown es “mejorar” 
las relaciones, es más probable que su principal tarea sea hacerle llegar a Kofi Annan el mensaje de qué cosas son 
aceptables para Estados Unidos y cuáles no.

A la  luz del  desprecio demostrado de Bush por  las Naciones Unidas cuando se dirigió  a  la  Asamblea General 
semanas antes de invadir Irak, ¿cómo hay que interpretar estos hechos? ¿Por qué Estados Unidos –cuya política 
exterior  hasta la  fecha se ha caracterizado por  el  unilateralismo de su invasión a  Irak-  está tan determinado a 
reformular el multilateralismo? ¿Se trata acaso de un esfuerzo por controlar las instituciones internacionales y limitar 
así la resistencia que puedan presentarle a su agenda neo-conservadora? De ser así ¿debemos interpretarlo como 
un signo de debilidad? ¿O se trata acaso de una estrategia ofensiva que se basa en la conciencia de que la retórica 
de la “democracia y la libertad” –que le da un cierto sustento moral a la política exterior esencialmente militarista e 
intervensionista de Bush, Cheney y Rice –necesita la legitimación de un marco multilateral  “re-equilibrado” y las 
herramientas que pueden ofrecerle las instituciones internacionales?

Aunque no está del todo claro si el “compromiso” de los Estados Unidos con las instituciones internacionales es una 
táctica defensiva u ofensiva, lo que sí es evidente es la falta de voluntad política, ideas y alternativas en la cúspide, lo 
que deja el campo libre para que los Estados Unidos puedan hacer lo que quieran. Por ejemplo en las reuniones de 
primavera de las instituciones de Bretton Woods [el FMI y el Banco Mundial], los ministros de economía del G7 y el 
comité económico del FMI realizaron declaraciones de prensa que podrían haber sido escritas en cualquier momento 
de los  últimos 10 años,  que contienen  nada más que promesas vagas de hacer  algo respecto  de  la  deuda y 
exhortaciones a liberalizar el comercio. El “sello especial” de la lista de clichés de este año fue el énfasis particular en 
los servicios financieros (seguramente alguien se dio cuenta que se trata de un sector que produce una lluvia de 
ganancias y muy bajo riesgo de resistencia entre el público).

El comunicado del comité monetario y financiero internacional del FMI dice en una parte:

 “Analizamos posteriormente la agenda de la pobreza. Analizamos el alivio de la deuda; el rol del FMI en la solución 
de la pobreza; y la contribución del comercio al alivio de la pobreza en los países más pobres. Nuestro comunicado 
dice que acordamos que la reducción de la pobreza debe seguir ocupando un lugar destacado en el temario de la 



comunidad internacional...  Continuamos diciendo en nuestro comunicado  que la  liberalización exitosa y  de gran 
alcance del comercio multilateral es un factor básico para el crecimiento mundial sostenido y el desarrollo económico, 
y acordamos alentar a los participantes en la Ronda de Doha a apuntar hacia unos resultados completos y de gran 
alcance, particularmente en el sector agropecuario; una sustancial reducción de las demás barreras comerciales, 
incluida la liberalización de los servicios financieros y de otro tipo, y el fortalecimiento de las reglas del comercio 
multilateral”.

Igualmente,  el  G7 destacó que “un resultado ambicioso de la  Ronda Doha para el  Desarrollo  es clave para el 
crecimiento mundial. Los países con sectores financieros abiertos y bien supervisados, en particular los mercados 
emergentes y los países en desarrollo, han logrado tasas de crecimiento significativamente más altas. La aprobación 
de un sólido acuerdo sobre servicios financieros en la conferencia ministerial de la OMC en Hong Kong sería muy 
favorable para la comunidad mundial”.

Más evidencia, si fuera necesaria, de que las soluciones a nuestros problemas mundiales deberán generarse desde 
abajo, ya que indudablemente no vendrán de arriba.

En esta edición de Enfoque sobre Comercio, Shalmali Guttal y Walden Bello hacen una evaluación de los diez años 
de presidencia de Jim Wolfensohn en el Banco Mundial, y Walden Bello contribuye con una pequeña nota al pie 
sobre el historial de Paul Wolfowitz. Sajin Prachason informa sobre los últimos movimientos en las negociaciones del 
TLC entre Tailandia y Estados Unidos, y Herbert Docena explica cómo el  Sistema Nacional de Identificación en 
Filipinas nos convierte a todos en potenciales terroristas.

Por ultimo, si quieres saber más sobre quiénes son los nominados por Estados Unidos para los puestos clave, el 
movimiento Peoples Health, publicó una carta de protesta por el nombramiento de Ann Veneman a la UNICEF. Más 
información en el sitio: http://www.saveunicef.org/ y el Centro de Relaciones Internacionales de EE.UU. (IRC) tiene un 
sitio web excelente que sigue la “arquitectura del poder” en los Estados Unidos,  http://rightweb.irc-online.org/ que 
contiene las biografías de Wolfowitz, Negroponte, Bolton y otros. Su lectura es indispensable.
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Con todo el  bullicio generado por la designación de Paul Wolfowitz como su sucesor,  la gestión del Presidente 
saliente del Banco Mundial James Wolfensohn al frente del Banco no ha sido hasta ahora seriamente evaluada.

La de Wolfensohn fue una presidencia ambiciosa. Wolfensohn, australiano nacionalizado estadounidense, fue elegido 
por  el  Presidente Bill  Clinton para dirigir  la  institución multilateral  de crédito  más grande del  mundo en 1995 y 
prometió transformar al Banco para hacerlo más sensible a las necesidades de los países en desarrollo. En ese 
momento  la  institución  era  identificaba  por  sus  programas  de  ajuste  estructural  –que  habían  distorsionado  las 
economías de los países en desarrollo sin generar crecimiento—y por sus proyectos polémicos, como los planes de 
reasentamiento  en  la  Amazonía  e  Indonesia  –claramente  desestabilizadores  desde  el  punto  de  vista  social  y 
ambiental—y las grandes represas, las más notables quizás la de Arun III en Nepal y Sardar Sarover en India.

La ofensiva de relaciones públicas
Al  comienzo las  cosas parecían  ir  por  el  camino marcado por  Wolfensohn,  que contaba con el  apoyo de una 
maquinaria de relaciones públicas bien aceitada, encabezada por Mark Malloch-Brown, ex economista y escritor.(1) 
Wolfensohn intentó remodelar la imagen del Banco para hacerlo parecer una institución que no sólo estaba dejando 
atrás los ajustes estructurales, sino que también pretendía transformar la eliminación de la pobreza en su misión 
principal, a la vez que promover el “buen gobierno” y una política crediticia sensible a los temas ambientales. Se 
abrieron  canales  a  la  sociedad  civil,  en  particular  con  la  formación  del  Comité  de  Organizaciones  No 
Gubernamentales sobre el Banco Mundial. Sin embargo muchas organizaciones de la sociedad civil, como la red 50 
Años Basta (50 Years is Enough), se quejaron que las consultas del Banco a la sociedad civil eran parte de una 
estrategia  basada  en  el  principio  de  “dividir  para  reinar”,  que buscaba  separar  a  las  ONG “razonables”  de las 
“irrazonables”. Por cierto, no pocas ONG influyentes fueron seducidas por las promesas de Wolfensohn de cambios 
en el enfoque y los programas del Banco.

Durante la crisis financiera asiática de 1997-98, Wolfensohn y su economista en jefe Joseph Stiglitz lograron alejar al 
Banco  de  la  mira  de  las  protestas  populares  dirigiéndolas  hacia  el  FMI,  cuando  Stiglitz  y  otros  economistas 
cuestionaron públicamente la sabiduría de las políticas de liberalización de las cuentas de capital promovidas por el 
Fondo, que habían jugado un papel clave en la crisis. El Banco también intentó desviar las críticas de su propio papel 
en  el  manejo  de  la  crisis,  atribuyendo  las  razones  de  la  crisis  asiática  al  “capitalismo  amiguista  corrupto” 
predominante en los países golpeados por la crisis, ganando así crédito para sus llamamientos en pos del “buen 
gobierno”. 
 
El Informe Meltzer
Entonces en febrero de 2000, como salido de la nada, apareció el informe de la Comisión Asesora sobre instituciones 
financieras internacionales del Congreso de los Estados Unidos. Encabezada por el académico conservador Alan 
Meltzer, los hallazgos de la Comisión basados en datos provenientes del propio Banco resultaron devastadores: 70% 
de  los  préstamos  del  Banco  se concentraban  en  once  países  miembro,  en  tanto  el  resto  (145  países)  debían 
arreglarse con el restante 30%; el 80% de los recursos del Banco se dedicaban no a los países más pobres sino a 
aquellos más ricos que gozaban de buenas calificaciones de crédito y por tanto podían conseguir financiación en los 
mercados de capital internacionales; el índice de fracaso de los proyectos del Banco se ubicaba entre el 65 y 70% en 
las sociedades más pobres y entre 55 y 60% en todos los países en desarrollo. En síntesis, el papel del Banco en su 
pretendida misión de aliviar la pobreza mundial era completamente irrelevante.
 
Privado de la capacidad para las relaciones públicas de Malloch-Brown que dejó el Banco para dirigir el Programa de 
las Naciones Unidas para el Desarrollo, el Banco no supo como responder. Para desazón de Wolfensohn, muy pocos 
salieron en defensa del Banco. Por cierto, resultó bastante más interesante que muchos críticos de todo el espectro 
político de izquierda, derecha y centro, coincidieran con las conclusiones del informe, aunque no necesariamente con 
su principal  recomendación de reducir  al  Banco para transformarlo en una Autoridad de Desarrollo Mundial  que 
administrara las donaciones de la ayuda externa, devolviendo sus programas de crédito a los bancos de desarrollo 
regionales. Entre los críticos estuvo el aliado ocasional de Wolfensohn, el gurú de las finanzas George Soros, quien 
coincidió con el conservador Meltzer en que el “negocio crediticio [del Banco] es ineficiente, ya no es adecuado, y en 



algunos aspectos es contraproducente ...  y necesita ser reformado para eliminar las consecuencias adversas no 
intencionales”. 

El Banco Mundial y la buena gobernanza
Entretanto,  las consecuencias políticas de la  crisis  financiera asiática  hicieron estragos en términos del  objetivo 
declarado del Banco de promover el “buen gobierno”. Este objetivo tan sonoramente proclamado por el Banco fue 
duramente desmentido por las sensacionales revelaciones de la relación del Banco con el régimen de Suharto en 
Indonesia –relación que persistía ya bien avanzada la era Wolfensohn. Indonesia, un “país de concentración” de la 
ayuda del Banco, recibió unos US$ 30.000 millones que a lo largo de 30 años sirvieron para alimentar la dictadura 
que gobernaba el país. Según Jeffrey Winters y otros especialistas en Indonesia, el Banco aceptó estadísticas falsas, 
sabía y toleraba que 30 centavos de cada dólar entregado al régimen fueran destinados a un embudo de corrupción, 
legitimó la dictadura haciéndola pasar como modelo para otros países, y fue complaciente con la situación de los 
derechos humanos del país, y con el control monopólico de la economía en manos de la camarilla de Suharto. La 
caída de Suharto a raíz de las revueltas de 1998 y 1999 acompañó la erosión que sufrió la credibilidad del Banco 
Mundial y su retórica del buen gobierno.

El  Banco  recibió  nuevos  golpes  al  hacerse  públicas  noticias  de  corrupción  y  malas  prácticas  en  proyectos  de 
infraestructura apoyados por el Banco. Entre ellos cabe destacar el Proyecto de represa hidroeléctrica en las Tierras 
Altas de Lesotho (LHWP por sus siglas en inglés) y la represa de las Cataratas de Bujagali en Uganda. En 2001, la 
Suprema Corte  de  Lesotho  comenzó  a  investigar  denuncias  de  soborno  presentadas contra  varias  importantes 
empresas internacionales constructoras de represas y funcionarios públicos relacionadas con el proyecto LHWP. En 
vez de apoyar ese proceso judicial que a nivel nacional buscaba establecer responsabilidades, el Banco condujo en 
silencio su propia investigación interna en tres de las compañías acusadas de pagar sobornos, y concluyó que la 
evidencia no era suficiente para condenarlas por corrupción. En 2002, la Suprema Corte de Lesotho finalmente emitió 
una sentencia condenatoria por el pago de sobornos para cuatro de las compañías, entre ellas Acres International, un 
aliado histórico del Banco y uno de sus contratistas preferidos, que había sido absuelto en la investigación interna del 
Banco. Pasó bastante más de un año antes que el Banco finalmente anunciara que excluiría a Acres International de 
cualquier contrato del Banco por un período de tres años.

El fiasco de la Iniciativa para los PPME
Una iniciativa importante lanzada por el Banco durante la era Wolfensohn –el plan para reducir la deuda del Tercer 
Mundo- también tuvo problemas. La iniciativa había sido pensada para contrarrestar las crecientes demandas de 
anulación total de la deuda de los países en desarrollo que se habían hundido en enormes deudas a partir de la crisis 
de comienzos de la década de 1980. Sosteniendo que la cancelación de la deuda no era realista, el Banco propuso la 
reducción de la deuda. Luego recortó drásticamente el número de países elegibles para la reducción de la deuda a 42 
de los 165 países en desarrollo –creando así la Iniciativa para los “países pobres muy endeudados” (PPME). Además 
estipuló que la reducción de la deuda de los países elegibles sería otorgada por los grandes acreedores a cambio de 
que los deudores implementaran “reformas económicas”.

Anunciada con bombos y platillos en la reunión del G7 en Colonia, Alemania, en julio de 1999, la Iniciativa para los 
PPME cayó en desgracia unos años más tarde. Finalmente resultó que abarcaba solamente el 6,4% del total de la 
deuda de los países más pobres del mundo, según estimaciones de la organización caritativa británica Christian Aid. 
Además,  desde  2002,  solamente  20  de  los  42  países  elegibles  estaban  en  condiciones  de  cumplir  con  las 
condiciones políticas impuestas por el Banco y el FMI. Se supo que de estos 20 países, a pesar de las reducciones 
de sus deudas según lo programado, cuatro tendrían que realizar pagos por servicio de la deuda en el período 2003-
2005 que superarían el servicio anual correspondiente al período 1998-2000; cinco pagarían lo mismo que antes de 
la Iniciativa para los PPME; y seis tendrían una reducción anual en el servicio de la deuda de apenas 15 millones de 
dólares. En respuesta a las críticas de que la reducción real de la deuda de los PPME sería muy escasa, el Banco 
Mundial culpó a la caída en los precios de las exportaciones de los países en desarrollo, aunque admitió que la mitad 
de los países comprendidos en la iniciativa seguirían sufriendo cargas de deuda insostenibles al finalizar el programa.



El informe del Banco del 3 de septiembre de 2002, sobre el estado de ejecución de la Iniciativa para los PPME 
demostraba que la estrategia del Banco para los países incluidos en el programa PPME consistente en “dejar atrás el 
endeudamiento”  a  través  de  la  exportación  de  productos  básicos  no  funcionó.  Los  indicadores  de  la  deuda 
empeoraron, particularmente para los países dependientes de la exportación de algodón, marañón (castañas de 
cayú),  pescado y cobre.  Sin embargo,  con la  excepción de algunas modificaciones menores aquí  y  allá  en los 
números, “cláusulas de suspensión” y “puntos de culminación”, la estrategia de los PPME permaneció intacta y el 
Banco no hizo ningún esfuerzo para revisarla en base a la evidencia proporcionada por sus propios informes internos.
 
Ajuste estructural con otro nombre
Wolfensohn  promovió  los  programas  de  Estrategia  de  Reducción  de  la  Pobreza  (ERP)  en  sustitución  de  los 
programas de ajuste estructural muy desacreditados, que habían constituido el principal enfoque de desarrollo del 
Banco y el FMI desde la década de 1980. El cambio de discurso, no obstante, no se reflejó en la realidad, que, según 
varios estudios realizados por grupos de la sociedad civil, mostró una continuidad. Como lo comprobara un estudio 
realizado por la Red Europea sobre Deuda y Desarrollo, si bien el énfasis de las ERP está puesto en la importancia 
de las redes de seguridad social y la reducción de la pobreza, prescriben reformas macroeconómicas “no discutidas”, 
y resulta difícil distinguirlas de los marcos macroeconómicos anteriores que promovían el logro de un crecimiento 
rápido a través de la liberalización y la privatización. Además, el tan mentado “enfoque participativo” de los ERP 
terminaba siendo “poco más que algunas consultas con unas pocas organizaciones liberales prominentes de la 
sociedad civil, y no un diálogo público sustantivo sobre las causas de incidencia de la pobreza”.

Una  investigación  detallada  de  las  ERP  realizada  por  Focus  on  the  Global  South en  Vietnam,  la  República 
Democrática Popular de Laos y Camboya llega a conclusiones todavía más tajantes. Según este estudio las ERP 
imponen la misma fórmula que los programas de ajuste estructural con sus medidas de “talle único” de desregulación, 
liberalización y mercantilización de los derechos a la tierra y los recursos(ver “The PRSP is a comprehensive program 
for structural adjustment, in the name of the poor." (La Estrategia de Reducción de la Pobreza, un programa genérico 
de ajuste estructural, en nombre de los pobres):
http://www.focusweb.org/main/html/modules.php?op=modload&name=News&file=article&sid=252)

El Banco Mundial y el medioambiente 
El esfuerzo de Wolfensohn para convencer al mundo de que el Banco Mundial se estaba transformando en una 
agencia sensible a los temas ambientales nació muerto. En 1990, muchos ecologistas expresaron consternación 
porque  el  Banco  había  sido  escogido  como  la  agencia  principal  a  cargo  del  Fondo  para  el  Medioambiente 
Mundial(GEF, por su sigla en inglés)—un canal multilateral para los préstamos relacionados con el medioambiente– 
siendo que el Banco es uno de los financiadores más grandes de proyectos de infraestructura desestabilizadores del 
medioambiente. En contraste agudo con su discurso, las acciones de Wolfensohn simplemente confirmaron esos 
temores. Durante la presidencia de Wolfensohn el Banco fue un sostén incondicional del controvertido oleoducto 
Chad-Camerún,  que  dañaría  severamente  áreas  ecológicamente  frágiles  como  el  Bosque  Litoral  Atlántico  de 
Camerún. Además, se descubrió que la gerencia del Banco estaba violando sus propias reglas sobre medioambiente 
y reasentamientos, cuanto intentó hacer aprobar el Proyecto de Reducción de la Pobreza en el Occidente de China, 
que habría transformado un ecosistema árido que sirve de sustento a pastores de ovejas de las minorías de tibetanos 
y mongoles, en tierras agrícolas para poblaciones provenientes de otras partes de la China. La presión mundial de 
grupos de la sociedad civil obligó a cancelar varios de los peores aspectos del programa, pero otros elementos del 
mismo que constituían una amenaza para el medioambiente resultaron aprobados.

Una análisis somero de la cartera de préstamos del Banco realizado por la organización ecologista internacional 
Amigos de la Tierra reveló la verdad detrás del discurso: los préstamos para el medioambiente considerados como 
porcentaje del total del crédito otorgado se redujeron del 3,6% en 1994 a 1,02% en 1998; los fondos dedicados a 
proyectos ambientales se redujeron en un 32.7% entre 1998 y 1999;  y en 1998, más de la  mitad de todos los 
préstamos otorgados por las secciones del Banco Mundial para el sector privado tuvieron como destino proyectos 
desestabilizadores del medioambiente tales como grandes represas, carreteras y usinas de energía eléctrica. Por eso 

http://www.focusweb.org/main/html/modules.php?op=modload&name=News&file=article&sid=252


no fue sorpresa que en la Asamblea del Fondo para el Medioambiente Mundial (GEF) que tuvo lugar en Nueva Delhi 
en 1998, el Banco recibiera duras críticas de un panel de expertos internacionales que lo acusó de abandonar los 
objetivos del GEF. Tan marginado estuvo el personal asignado al medioambiente dentro de la burocracia del Banco 
que  Herman  Daly,  distinguido  economista  ecologista,  renunció  al  Banco  porque  consideró  que  él  y  otros 
ambientalistas dentro del Banco estaban teniendo un impacto mínimo en la política de la agencia.

Manipular a la sociedad civil
La oposición a los proyectos con impactos negativos económicos, sociales y ambientales motivó a Wolfensohn a 
procurar manejar las críticas provenientes de la sociedad civil mediante propuestas de “compromiso constructivo” y 
“diálogos multisectoriales”.  Los ejemplos más destacados en ese sentido fueron la  Revisión Participativa de los 
Programas de Ajuste Estructural (SAPRI por sus siglas en inglés), la Comisión Mundial de Represas (CMR) y la 
Revisión de las Industrias Extractivas (RIE). Aunque las tres iniciativas se centraron en diferentes áreas de trabajo del 
Banco, las tres buscaban sentar a sus críticos alrededor de una mesa de negociaciones, en un intento por demostrar 
que el Banco deseaba cambiar, escuchar a sus detractores y ser más sensible a las críticas sobre su funcionamiento 
y sus políticas. Pero la realidad demostró casi lo contrario, y en los tres casos el Banco se mostró renuente a aceptar 
los resultados de estas iniciativas, y más aún a ponerlos en práctica. Un análisis rápido de estas experiencias podría 
resultar ilustrativo para quienes todavía abrigan ilusiones de que a partir del diálogo con el Banco es posible lograr 
cambios sustantivos en sus políticas y operaciones.
  
La iniciativa para la revisión participativa de los programas de ajuste estructural
El intento de Wolfensohn de “sentirse bien” fue puesto a prueba -y fracasó rotundamente- en su primer ejercicio de 
“compromiso  constructivo”  cuando  embarcó  al  Banco  en  la  Revisión  Participativa  de  los  Programas  de  Ajuste 
Estructural (SAPRI). Wolfensohn había llegado al Banco Mundial en 1995, coincidiendo con el momento en que la 
campaña ‘50 Años Basta’ estaba tomando fuerza. Este movimiento –compuesto de grupos ecologistas y defensores 
de  la  justicia  económica  que  apuntaban  sus  críticas  a  los  desastrosos  resultados  de  los  Programas  de  Ajuste 
Estructural (PAE) y los proyectos de infraestructura y energía del Banco— y la cobertura de prensa que generó 
amenazaron con transformar la presidencia de Wolfensohn en un fracaso aun antes de que asumiera. En un esfuerzo 
por diluir la crítica externa contra el Banco y posiblemente con la intención de anunciar el advenimiento de un “nuevo” 
Banco Mundial, Wolfensohn aceptó el desafío de la sociedad civil que propuso realizar una evaluación conjunta de 
los programas de ajuste estructural (PAE) en la que participara el Banco, la sociedad civil y los gobiernos, y accedió a 
participar en la iniciativa SAPRI que fue lanzada finalmente en 1997.

Esta iniciativa fue diseñada como un ejercicio de campo tripartito, y un equipo de la sociedad civil trabajó con un 
equipo del Banco –nominado por Wolfensohn—para desarrollar una metodología global transparente y participativa 
de recolección y documentación de las pruebas de los impactos de los PAE impulsados por el Banco Mundial y el 
FMI a nivel local y nacional en siete países. El trabajo incluyó talleres locales, foros nacionales e investigaciones de 
campo. El proceso también fue asumido por organizaciones de la sociedad civil en dos países más en los que el 
Banco y los gobiernos se negaron a participar.

A pesar de haber acordado las reglas comunes del  ejercicio y la metodología de revisión, el  equipo del Banco 
Mundial jugó un papel obstruccionista a lo largo de todo el proceso. Por ejemplo, en los foros públicos, en vez de 
escuchar y aprender de las pruebas presentadas por los representantes de la sociedad civil sobre los impactos de los 
PAE, casi siempre hizo argumentaciones, y finalmente reclamó que las presentaciones en los foros (que eran parte 
de los insumos cualitativos acordados) no constituían nada más que una “evidencia anecdótica”. Asimismo, mientras 
la sociedad civil a nivel nacional tendía a aceptar los hallazgos de la investigación conjunta a pesar de tener reservas, 
el Banco casi siempre encontraba fallas importantes en los informes borradores. En Bangladesh, las objeciones del 
Banco al informe conjunto que cubría cuatro o cinco temas, sumaban más 50 páginas. Los grupos de la sociedad civil 
se mantuvieron firmes sin embargo en exigir  que el  Banco respetara los compromisos asumidos en materia de 
metodología y sobre el proceso, y siguieron adelante con las investigaciones de campo, en las que comenzó a surgir 
una creciente  cantidad  de datos  sobre  los  impactos  de los  PAE aportados por  organizaciones campesinas,  de 
trabajadores,  de  mujeres  y  de  pueblos  indígenas,  e  incluso  por  los  gobiernos.  Muchas  dependencias 



gubernamentales participaron de buena fe en estas investigaciones,  aunque se interrogaban con inquietud si  el 
Banco estaría dispuesto a aceptar las conclusiones.

A medida que decaía la capacidad del Banco para controlar el proceso en los diversos países, también disminuía su 
capacidad de controlar el  resultado de la Revisión. Incluso antes que se llegara a los foros nacionales finales y 
concluyentes, las investigaciones ya indicaban la presencia de problemas importantes en todos los aspectos de los 
programas de ajuste –desde la liberalización del comercio y el sector financiero a la privatización de las empresas 
públicas y las reformas del mercado laboral. Reacio a salir al público con estas conclusiones, el equipo del Banco se 
retractó de un acuerdo previo (escrito) de presentar todas las conclusiones de la iniciativa SAPRI en un gran foro 
público en Washington DC con la presencia de Wolfensohn. En su lugar, el equipo del Banco insistió en realizar una 
reunión técnica de cierre y una pequeña sesión en Washington DC que fue fijada en una fecha en la que Wolfensohn 
no estaría en la ciudad. Lo que es más importante, ese equipo ahora insistía en que el Banco y la sociedad civil 
redactaran por separado cada cual su propio informe. El informe del Banco utilizó una investigación propia como base 
para sus conclusiones y  apenas hizo  referencia  a los  cinco años del  proceso de evaluación participativa  de la 
iniciativa SAPRI. En agosto de 2001, el Banco se retiró de la SAPRI y enterró todo el ejercicio, y salvo declarar que 
había aprendido mucho en el proceso de la Revisión Participativa, no se comprometió a reformular sus políticas de 
crédito en función de las conclusiones de la iniciativa SAPRI.

El 15 de abril  de 2002 se publicó el informe completo de la SAPRI (bajo el nombre de SAPRIN, para incluir las 
conclusiones de los dos países en los que la sociedad civil condujo investigaciones sin la participación del Banco)con 
muchísima cobertura de prensa. El Banco volvió a la refriega y Wolfensohn solicitó una reunión con los miembros de 
SAPRIN. Se lamentó de que ni él ni su personal habían estado en contacto con la SAPRI, y prometió leer el informe y 
analizarlo  seriamente  en  el  futuro  próximo.  Hasta  la  fecha,  sin  embargo,  ni  el  Banco  ni  Wolfensohn  se  han 
comprometido a revisar ni introducir cambios a sus préstamos de ajuste. Por el contrario, las políticas de ajuste 
estructural continúan siendo el pilar principal de los préstamos que otorgan el Banco y el Fondo a través de los 
Documentos de Estrategia de Reducción de la Pobreza (DERP) y el Servicio para el Crecimiento y la Lucha contra la 
Pobreza (SCLP). 

La Comisión Mundial sobre Represas
Al igual que la Iniciativa SAPRI, la Comisión Mundial sobre Represas (CMR) también resultó una piedra en el zapato 
para el Banco. Creada en 1997 tras una reunión convocada por el Banco Mundial y la Unión Internacional para la 
Conservación de la Naturaleza (UICN) en Gland, Suiza, la CMR fue el primer organismo en realizar una evaluación 
mundial exhaustiva e independiente sobre la eficiencia de las grandes represas en materia de desarrollo, y proponer 
normas  internacionalmente  aceptables  para  mejorar  la  evaluación,  planificación,  construcción,  operación  y 
financiación de los grandes proyectos de represas. Aunque fue co-auspiciada por el Banco Mundial, el origen de la 
CMR se  remonta  a  las  numerosas  luchas  de  resistencia  encabezadas  por  las  comunidades  afectadas  por  las 
represas  con  el  apoyo  de  ONG  en  todo  el  mundo,  especialmente  aquellas  cuyo  blanco  fueron  los  proyectos 
financiados por el Banco Mundial a partir de mediados de la década de 1980 en adelante. Presidida por el ministro 
sudafricano de Recursos Hídricos Kader  Asmal,  la  CMR estuvo integrada por  doce comisionados eminentes,  e 
incluyo representantes de la industria constructora de represas, los movimientos anti-represas, los pueblos indígenas, 
organizaciones de la  sociedad civil,  el  sector  público  y  la  academia.  A lo  largo de dos  años y  medio,  la  CMR 
encomendó la realización de una enorme cantidad de investigaciones y recibió casi 1000 informes de todas partes del 
mundo  sobre  los  aspectos  ambientales,  sociales,  económicos,  técnicos,  institucionales  y  de  desempeño de  las 
grandes  represas.  El  trabajo  de  la  Comisión  fue  monitoreado  por  el  Foro  de  la  CMR,  donde  participaban 
representantes  de  instituciones  de  investigación  internacionales,  ONG,  gobiernos  donantes,  el  sector  privado  e 
instituciones multilaterales incluido el Banco Mundial.

El  informe  final  de  la  CMR titulado  “Represas  y  desarrollo:  un  nuevo  marco  para  la  toma  de  decisiones”  fue 
presentado por Nelson Mandela en Londres en noviembre de 2000. A pesar de las profundas diferencias de origen y 
enfoques políticos de los involucrados en el proceso de la CMR, el informe fue ampliamente aclamado como un 
marco imparcial y progresista para la toma de decisiones en la planificación futura sobre recursos hídricos y energía.



Aunque la  CMR trabajó  en  forma independiente  del  Banco  Mundial,  el  Banco  jugó un  papel  más activo  en  la 
elaboración del Informe de la CMR que ninguna otra institución. Los representantes del Banco fueron miembros 
activos del Foro de la CMR y el Banco fue consultado en todas y cada una de las etapas del programa de trabajo de 
la CMR. El presidente del Banco, Wolfensohn, llegó incluso a elogiar el proceso de la CMR como un modelo a seguir 
en futuros diálogos multisectoriales. Esas alabanzas, sin embargo, no se tradujeron en una reflexión y aprendizaje 
sobre las pruebas reunidas por la CMR, ni en compromisos de aplicación de las nuevas directrices propuestas en el 
Informe de la Comisión.

Aunque el informe de la CMR fue bien recibido por los donantes bilaterales, otros bancos multilaterales (como el 
Banco Asiático de Desarrollo y el  Banco Africano de Desarrollo) e incluso por algunas asociaciones industriales 
(como la Comisión Internacional de Grandes Represas –ICOLD por sus siglas en inglés), la respuesta del Banco 
Mundial se caracterizó por una asombrosa falta de compromiso efectivo para aprender de los errores pasados, e 
incluso tergiversó las conclusiones del Informe. En la presentación del Informe en noviembre de 2000, Wolfensohn 
declaró  que  el  Banco  consultaría  la  opinión  de  sus  accionistas.  La  postura  subsiguiente  del  Banco  se  basó 
fundamentalmente en las respuestas de las agencias gubernamentales especializadas de los principales países 
constructores  de  represas,  que  rechazaron  las  conclusiones  y  las  directrices  del  Informe,  considerándolas 
inaplicables e incluso contrarias al desarrollo. En una declaración del 27 de marzo de 2001, el Banco Mundial dijo que 
“en consonancia con las aclaraciones proporcionadas por la Presidencia de la CMR, el Banco Mundial no ‘adoptará 
exhaustivamente las 26 directrices de la CMR’, pero las usará como punto de referencia al discutir inversiones en 
represas”. Y agrega que “éste ha sido un diálogo sin precedentes y altamente productivo entre todas las partes. El 
Banco Mundial considera que estos diálogos son muy importantes para el tratamiento de muchos temas de desarrollo 
que son polémicos, y continuará participando en los mismos en el futuro”.

En 2001, el Banco Mundial emprendió una revisión de su política de reasentamientos y diseñó una nueva Estrategia 
Sectorial sobre Recursos Hídricos (WRSS por sus siglas en inglés), mas en ninguno de esos documentos incorpora 
las recomendaciones del Informe de la CMR de manera significativa. Por el contrario, ambas políticas reflejan un 
debilitamiento de las normas del Banco respecto de las dimensiones sociales, ambientales y económicas de los 
proyectos  financiados  por  el  Banco.  En  una  carta  al  Presidente  Wolfensohn  del  12  de  julio  de  2002,  los  12 
comisionados de la CMR decían: “dado que uno de los puntos más destacados de la WRSS es recomendar que el 
Banco vuelva a participar activamente en el financiamiento de represas de gran porte (a las que se refiere la WRSS 
como infraestructuras hidráulicas de alto rendimiento y alto  riesgo),  creemos que no es inteligente descartar sin 
justificación ni explicación las recomendaciones de la primera revisión de las represas a escala mundial, aprobadas 
por consenso y elaboradas mediante un amplio proceso participativo apoyado por el Banco Mundial”.

La Revisión de las Industrias Extractivas
La experiencia de la CMR volvió a repetirse todavía en otro “diálogo entre todas las partes” en la Revisión de las 
Industrias Extractivas (RIE). La RIE fue anunciada en septiembre de 2000 durante la reunión anual del Banco y el 
FMI celebrada en Praga. Cuestionado por el Presidente de Amigos de la Tierra Internacional Ricardo Navarro en una 
reunión pública donde denunció los impactos de los proyectos petroleros, mineros y de gas financiados por el Banco 
Mundial, Wolfensohn respondió –para sorpresa de su personal- que el Banco asumiría una revisión mundial para 
analizar si su participación en las industrias extractivas era compatible y consecuente con su objetivo proclamado de 
reducción de la pobreza. Dirigido por el ex ministro de medioambiente indonesio Emil Salim –una figura controvertida 
a  los  ojos  de  los  movimientos  ecologistas  populares-  el  proceso  de  la  RIE  fue  menos  exhaustivo,  menos 
independiente y menos participativo que el de la CMR. Quizás como reflejo de las lecciones aprendidas del proceso 
de la CMR, el Banco Mundial intentó mantener mayor control sobre la investigación y las consultas de la RIE, y a 
pesar de las protestas de los movimientos populares y las ONG participantes, el personal del Banco mantuvo una 
actitud activa de escrutinio de los insumos del proceso. Los movimientos populares y las ONG dieron una dura batalla 
para garantizar que la información fáctica sobre los impactos de las industrias extractivas sobre diferentes sectores 
de la sociedad fuera incluida en la revisión.



El Informe de la RIE fue publicado en Lisboa el 11 de diciembre de 2003 y, a pesar de la interferencia del Banco, 
resultó ser un documento sorprendentemente fuerte. Aunque no respondió a todas las inquietudes y demandas de los 
movimientos populares y las ONG, utiliza términos muy fuertes y recomienda al Banco y su brazo para el sector 
privado, la Corporación Financiera Internacional (CFI), que cesen su intervención en las industrias del petróleo, la 
minería y el gas en un plazo no mayor de cinco años, y que vuelquen su financiación hacia proyectos de energía 
renovable. El Informe provocó un escándalo entre los financistas privados (como el Citibank, ABN Amro, WestLB y 
Barclays) para quienes la participación del Banco en estas industrias es un elemento esencial previo a su aprobación 
de financiación para esos proyectos.

Tal  y  como ocurrió  con el  Informe de la  CMR, el  Banco Mundial  ignoró  muchas de las  recomendaciones más 
importantes del Informe de la RIE. Después de su publicación, se filtró una copia de la respuesta de la gerencia del 
Banco (preparada en nombre del Presidente Wolfensohn) donde se rechazaba de plano la ambiciosa propuesta de 
que el Banco culminara su desvinculación financiera con las industrias extractivas en el 2008. Según el informe de la 
gerencia: “adoptar esta política no sería compatible con la misión del Grupo del Banco Mundial de ayudar en la lucha 
contra la pobreza y en la mejora de las condiciones de vida de los pueblos del mundo en desarrollo”, y al dejar de 
financiar  los  proyectos  petroleros  se  “penalizaría  injustamente  a  países  pequeños  y  pobres  que  necesitan  los 
ingresos derivados de estos recursos para estimular el  crecimiento económico y aliviar  la pobreza”.  A modo de 
ejemplo, el informe de la gerencia  mencionaba a Chad y Camerún, países en los que el Banco, a pesar de la 
estruendosa oposición de las comunidades locales y los grupos ecologistas, ha financiado un oleoducto que ha 
originado  infinidad  de  denuncias  de  violaciones  a  los  derechos  humanos  y  contravenciones  de  las  normas 
ambientales.  Por  extraño  que  parezca,  sin  embargo,  el  Banco  argumentó  que  debía  continuar  directamente 
involucrado en las industrias extractivas porque está en condiciones de garantizar el cumplimiento de las normas 
sociales y ambientales, a pesar de toda la evidencia en sentido contrario.

Interrogado acerca de la respuesta de la gerencia del Banco al Informe de la EIR en una ceremonia de premiación en 
la Universidad de Georgetown en Washington DC el 25 de febrero de 2004, Wolfensohn respondió que no había visto 
ese informe de la gerencia antes de que se filtrara. También sostuvo que había sabido que el Informe de la RIE no 
era un informe consensuado y que el Banco estaba obligado de responderle a aquellos que siendo parte del proceso 
no se sentían representados por el supuesto consenso. También aquí, encontramos la reiteración del escenario pos-
CMR, con Wolfensohn escondiéndose detrás de la retórica de los “países del Sur”, argumentando que como los 
gobiernos de los países del Sur no habían aceptado las recomendaciones de la RIE, el Banco Mundial no podía 
comprometerse firmemente a implementar muchas de esas recomendaciones, como la que exhortaba a respetar los 
derechos humanos y asegurar que los proyectos de petróleo, gas o minería no prosigan sin el consentimiento previo, 
libre e informado de los pueblos indígenas locales. 

El 9 de febrero de 2004 en Melbourne, se le entregó a Wolfensohn una carta firmada por cinco premios Nobel –el 
Arzobispo Desmond Tutu, Jody Williams, Sir Joseph Rotblat, Betty Williams y Miread Maguire— que lo instaba a 
adoptar las recomendaciones de la RIE. El texto de la carta decía: “lo instamos en los términos más fuertes posibles a 
adoptar el  espíritu del  informe y aceptar las recomendaciones en su totalidad al  diseñar una estrategia hacia el 
futuro”.  Y más adelante “la guerra, la pobreza, los perjuicios al  clima, la  codicia,  la corrupción y las violaciones 
corrientes a los derechos humanos –todos estos azotes están muy a menudo ligados a las industrias del petróleo y la 
minería. Los esfuerzos que usted realiza para crear un mundo sin pobreza no deben exacerbar estos problemas. La 
Revisión le proporciona una oportunidad extraordinaria para dirigir los recursos del Grupo del Banco Mundial de tal 
manera que verdaderamente se orienten hacia un futuro mejor para toda la humanidad”.

Aunque el Banco estuvo desde el comienzo en la CMR y la RIE y fue auspiciante de ambas iniciativas, se rehusó a 
adoptar sus conclusiones incluso en principio, ocultándose detrás de la oposición de sus mayores clientes en el 
mundo en desarrollo tales como China e India. A fines de 2004, el Banco Mundial anunció que buscaría generar un 
nuevo  marco  para  abordar  los  impactos  sociales  y  ambientales  de  los  proyectos  que  financia.  Su  enfoque  de 
“sistemas  país”  pasa  a  depender  fundamentalmente  de  las  normas  y  sistemas  ambientales  y  sociales  de  los 
gobiernos  prestatarios  (por  ejemplo,  las  instituciones  de  implementación  nacional,  sub-nacional  o  sectoriales 



correspondientes, y las leyes, reglamentos, reglas, procedimientos y antecedentes aplicables) en lugar que de las 
políticas de salvaguarda propias del Banco para la implementación de proyectos. Aunque siempre se espera que el 
Banco cumpla con las políticas nacionales, las políticas de salvaguarda existentes (aunque ni siquiera el personal del 
Banco cumple con ellas por regla general) proporcionan al menos un conjunto de normas mínimas que permiten 
evaluar el compromiso del Banco con la sustentabilidad ambiental y social. El nuevo enfoque de “sistemas país” 
probablemente  permita  que  el  Banco  se  libere  de  tales  evaluaciones  ya  que  ahora  puede  convenientemente 
argumentar que lo hace en función de los deseos y necesidades de sus prestatarios y no según sus propias políticas 
centralizadas.

Los límites de la reforma
La prensa y muchas ONG han cuestionado cuánta autonomía tenía Wolfensohn para reformular las políticas del 
Banco en base a los resultados de estas iniciativas participativas (SAPRI, CMR y RIE). ¿Tenía Wolfensohn buenas 
intenciones realmente en estos esfuerzos, pero fue obligado a apartarse de su cumplimiento debido a las grandes 
presiones políticas provenientes del FMI, el Tesoro de EE.UU. y los demás países del G7? ¿O simplemente era puro 
discurso y ninguna acción, y estaba más interesado en su propia imagen que en el éxito de estas iniciativas, y en 
realidad no deseaba usar su capital político si eso comprometía su posición frente a las más altas esferas de poder 
que controlan la economía mundial?

Reflexionando sobre la experiencia SAPRI, Doug Hellinger de la ONG Development Gap con sede en Washington 
DC, decía que Wolfensohn “no estaba dispuesto a avanzar en el seguimiento de las condenatorias conclusiones 
resultantes más allá de donde se lo permitiera su personal y el Directorio del Banco. A pesar de haberle dicho a su 
equipo gerencial que había dejado atrás los días en la banca de inversiones para lanzarse a una lucha directa contra 
la pobreza mundial, a lo largo de toda su presidencia se rehusó repetidamente a poner en riesgo su capital político en 
esa lucha, mucho menos su puesto o su posición futura, toda vez que se vio enfrentado a los poderosos intereses 
detrás de los programas de ajuste. Dejó que la sociedad civil o quizás a su economista en jefe hicieran el trabajo 
pesado, pero, en última instancia, Wolfensohn, al igual que sus predecesores menos llamativos, llevó a cabo con total 
fidelidad su labor de proteger estos intereses económicos y financieros especiales”.
 
La relación cada vez más conflictiva entre la sociedad civil y Wolfensohn llegó a su punto de ebullición durante la 
tumultuosa reunión del Banco Mundial y el FMI realizada en Praga en septiembre de 2000, que tuvo que suspenderse 
antes  del  final  debido  a  las  manifestaciones  masivas.  Confrontado  con  una  lista  de  cargos  exhaustivamente 
documentados en el famoso debate del Castillo de Praga, Wolfensohn perdió su compostura habitual, y exclamó  “yo 
y mis colegas nos sentimos bien cuando vamos al trabajo cada día”. Fue una respuesta que sólo se puede comparar 
con la  del  Director  General  del  FMI  Horst  Koehler  cuando en ese mismo debate sentenció:  “yo  también tengo 
corazón, pero tengo que usar mi cabeza para tomar decisiones”.

Los años a la intemperie
En 2001, con el advenimiento de una administración de derecha en la Casa Blanca, el futuro del liberal Wolfensohn 
se tornó incierto. Los correligionarios de su vengador Meltzer pasaron a ser sus jefes.

Los últimos cuatro años de su mandato se dedicó a consentir diligentemente con la “bilateralización” del programa del 
Banco Mundial promovida por Bush, para apoyar sus guerras de agresión contra Afganistán e Irak. En Afganistán, 
además de comprometer US$ 570 millones y liderar el esfuerzo de EE.UU. para reunir miles de millones de dólares 
para la reconstrucción, Wolfensohn expresó interés en la participación del Banco Mundial en la financiación de un 
gasoducto para canalizar las enormes reservas de gas provenientes del enclave interior de Turkmenistán a través del 
territorio afgano hacia India o Pakistán, un proyecto muy deseado por las compañías de energía estadounidenses 
respaldadas por el Vicepresidente Richard Cheney.

En Irak, aguijoneado por Washington, Wolfensohn comprometió entre US$ 3 y 5.000 millones de dólares para la 
reconstrucción y aceptó la gestión del Fondo Fiduciario de Irak para canalizar el dinero hacia proyectos de desarrollo 



asumidos por el régimen de ocupación, en particular aquellos dedicados a la ‘construcción de capacidades’ en el 
sector privado, un objetivo prioritario para la Administración Bush.

Pero Wolfensohn no pudo impedir que su autoridad y prestigio se erosionaran. Por un lado, la Casa Blanca no le 
tenía confianza ya que lo consideraba un vestigio de la administración Clinton, y los gobiernos de los países en 
desarrollo por su lado lo consideraban como un político impotente y quemado cuya su retórica reformista ya no 
coincidía en absoluto con el fervor unilateralista de la política estadounidense.

Luego vino una especie de redención a partir del advenimiento de Paul Wolfowitz y su escandalosa designación al 
frente del Banco. En cierta forma muy real, quien salvó la reputación de James Wolfensohn fue George Bush: tan 
patente es el miedo a Wolfowitz, que Wofensohn está siendo canonizado como un santo patrón del desarrollo, visto a 
través de lentes color rosa ahora que se está yendo.

¿Qué podemos aprender de la era Wolfensohn en el Banco Mundial? En varios momentos durante su presidencia, 
Wolfensohn tuvo en sus manos oportunidades de al menos enlentecer la trayectoria destructiva del Banco, si bien no 
de cambiarla por completo. Contó con la voluntad (aunque cautelosa) de los críticos más feroces del Banco para 
revisar  objetivamente  las  políticas,  programas  y  proyectos  del  Banco,  en  una  apuesta  por  detener  los  peores 
excesos. Pero Wolfensohn convirtió lo que pudo haber sido una potencial  victoria del  Banco en una derrota sin 
consuelo. Ahora el Banco está obligado a enfrentar su descrédito, no sólo por no cumplir con su propia meta de 
“crear un mundo libre de pobreza”, sino también por su incapacidad o falta de voluntad para mantener su palabra y 
cumplir los compromisos que asumió públicamente a través de los diversos “diálogos multisectoriales” que el mismo 
Banco impulsó. Hoy más que nunca, al Banco Mundial se lo asocia al doble discurso, las vacilaciones y la hipocresía.

Quizás pueda decirse que la lección más importante que nos deja la década Wolfensohn es que el Banco Mundial es 
demasiado grande, demasiado político y demasiado central a la estructura del capitalismo globalizado encabezado 
por Estados Unidos, como para que pueda ser cambiado por una sola persona, incluso tan carismática y sagaz como 
James Wolfensohn.  En última instancia,  el  Banco sirve  como una  prolongación  de  los  intereses  estratégicos  y 
empresariales de los Estados Unidos. Wolfensohn sólo podía modificar  el  accionar del  Banco en los márgenes. 
Ahora, incluso hasta ese pequeñísimo espacio de maniobra para reformas cosméticas está siendo eliminado con el 
ingreso de Paul Wolfowitz –cuyo nombre es sinónimo de unilateralismo- a la Presidencia del Banco.

*Walden Bello  y  Shalmali  Guttal  son miembros de  Focus on the Global  South,  una organización dedicada a la 
investigación, análisis e incidencia, con sede en Bangkok. Gran parte de este informe ha sido extraído del último libro 
de Bello ‘Dilemas of Domination: the Umaking of the American Empire’ (New York: Henry Holt and Company, 2005).

Los  autores  quieren  agradecer  las  contribuciones  de  Janneke  Bruil  (Amigos  de  la  Tierra  Internacional),  Doug 
Hellinger (The Development Gap), L.C. Jain (planificador y economista), Peter Bosshard (Red Internacional de Ríos), 
Patrick McCully (Red Internacional de Ríos) y Soren Ambrose (50 Años Basta).

(1) La carrera de Malloch-Brown ha experimentado un ascenso vertiginoso en el sistema de Naciones Unidas: fue 
nombrado hace poco tiempo para un nuevo cargo recientemente creado en la oficina del Secretario General  de 
Naciones Unidas, y actualmente es responsable de las relaciones entre EE.UU. y las Naciones Unidas. 

*************************************************



WOLFOWITZ EN FILIPINAS: UN COMENTARIO HISTÓRICO AL PIE
por Walden Bello*

Una  solicitud  reciente  de  información  sobre  los  antecedentes  del  presidente  entrante  del  Banco  Mundial  Paul 
Wolfowitz en Filipinas, trajo a la memoria los últimos días del régimen de Marcos en los años 1985-86 y el papel 
central que tuvo la intervención de los Estados Unidos en determinar la forma en que se resolvió esa coyuntura crítica 
en la historia de las Filipinas.

En su condición de subsecretario de Estado del gobierno estadounidense, Wolfowitz fue en ese momento uno de los 
que presionó a favor de una estrategia de descompresión política a través de elecciones en el país. El objetivo no era 
sacar a Marcos del gobierno sino llevarlo a colaborar con la elite opositora para impedir que la izquierda ganara más 
terreno. Un objetivo clave era impedir que se asociara muy estrechamente a Marcos con Estados Unidos, lo que 
podría poner  en riesgo los intereses estratégicos de Estados Unidos en ese país. El objetivo estratégico de esa 
política de descompresión era asegurar el futuro de las dos grandes bases militares estadounidenses, la base aérea 
de Clark y la base naval de Subic.

Wolfowitz trabajó con un equipo liderado por el entonces Subsecretario de Estado para Asuntos Políticos, Michael 
Armacost, el jerarca del Departamento de Defensa Richard Armitage, el jerarca del Departamento de Estado John 
Meisto y el Embajador de Estados Unidos en Filipinas Stephen Bosworth.

La estrategia de este equipo se formuló en un Documento de Estudio de Estrategia de Seguridad Nacional  de 
noviembre de 1984. Allí se establecía que “Estados Unidos ... no quiere sacar a Marcos del poder ni desestabilizar el 
Gobierno de Filipinas.” Por el contrario, su intención era utilizar a Marcos para estabilizar la situación:
 
 “Si bien el Presidente Marcos se ha convertido en parte del problema en este momento, también es necesariamente 
parte de la solución. Debemos ser capaces de trabajar con él y tratar de influir sobre él mediante una política de 
incentivos y desincentivos bien orquestada a fin de montar el escenario para una transición pacífica definitiva hacia 
un nuevo gobierno”. También señalaba que: “una consideración absolutamente prioritaria debe ser evitar quedar 
atrapados entre la lenta erosión del control autoritario de Marcos y la todavía frágil revitalización de las instituciones 
democráticas,  quedando como rehenes de la suerte política de Marcos, cargando el peso de la responsabilidad final 
por el triunfo de la insurgencia, o etiquetados con el éxito o el fracaso de determinados individuos protagonistas del 
liderazgo moderado”.

El 30 de octubre de 1985, Wolfowitz le comunicó al Senado de los Estados Unidos que las elecciones filipinas debían 
realizarse pronto ya que “el tiempo se está acabando, pero no se está usando bien”. Solamente una “acción drástica” 
detendrá la “ola de la insurgencia comunista”. El 3 de noviembre Marcos anunció la realización de elecciones, y el 12 
de ese mes Wolfowitz declaró ante una audiencia del Congreso que presionar a Marcos para que realizara elecciones 
era fundamental ya que “las elecciones pueden ser la piedra angular de una campaña eficaz de contrainsurgencia, al 
demostrar que el gobierno está comprometido a satisfacer las aspiraciones del pueblo que reclama un liderazgo 
receptivo y de su propia elección.”

En vez de estabilizar la situación y fijar las bases para un acuerdo de compromiso entre Marcos y la elite opositora 
con el  fin de impedir el  ascenso de la insurgencia, tal  y como pretendían Wolfowitz y compañía, las elecciones 
llevaron a la histórica revuelta del “pueblo al Poder” que dejó a Marcos aislado y con su gobierno colgando de un hilo. 
El Presidente Ronald Reagan, por lealtad hacia Marcos, dudó si cambiar o no de bando, y esto, tal como lo expresara 
otro  protagonista  clave,  William  Sulivan,  amenazó  con  “transformar  en  derrota  un  partido  que  ya  estaba 
prácticamente ganado”. En ese momento, Wolfowitz y compañía presionaron a Reagan y lograron convencerlo de 
desechar a Marcos y sacarlo a Hawai, y de darle la venia y reconocer al gobierno entrante de Aquino.
 
A pesar de todo, el equipo del Departamento de Estado consideró que su estrategia había tenido éxito en términos de 
salvar los intereses de los Estados Unidos, dado que la elite y la clase media  filipinas  consideraron que Estados 



Unidos había contribuido a presionar a Marcos para que convocara a elecciones. Tal como lo expresa claramente 
Michael Armacost en un informe de antecedentes del 23 de abril de 1986: “nuestro objetivo era captar ... alentar a las 
fuerzas  democráticas  de  centro,  luego  consolidar  el  control  ejercido  por  el  medio  y  también  quitarle  el  apoyo 
moderado que tiene el Nuevo Ejército Popular [NPA por su sigla en inglés]. Hasta ahora, misión cumplida”.

La izquierda, que suponía que Estados Unidos apoyaría a Marcos hasta el final, quedó en efecto confundida por el 
cambio de actitud repentino de Estados Unidos que le quitó su respaldo al dictador. Además el nuevo gobierno de la 
Presidenta Corazón Aquino se alineó firmemente con Estados Unidos, haciéndose cada vez más dependiente de la 
protección estadounidense ante varios intentos de golpe de Estado a manos de ciertos elementos de las fuerzas 
militares  filipinas.  Aquino  aceptó  diligentemente  la  política  macroeconómica  impulsada  por  el  Fondo  Monetario 
Internacional y el Departamento del Tesoro estadounidense, que otorgaba prioridad al pago de la deuda que Filipinas 
mantenía con Estados Unidos y otros bancos extranjeros, en lugar que a las políticas de desarrollo. Aquino también 
presionó para  que  las  bases militares  estadounidenses permanecieran en el  país.  Sin  embargo,  en este  punto 
enfrentó la oposición de un bloque nacionalista en el Senado filipino, que finalmente determinó el desmantelamiento 
de las bases militares en 1992. 

La transición Marcos-Aquino podría presentarse como un ejemplo de contrainsurgencia exitosa que introduce la 
democratización formal, a la vez que deja en pie tanto la estructura de dominio elitista como la alianza de esa elite 
con Estados Unidos.

Cuando Wolfowitz fue nombrado embajador en Indonesia, muchos lo interpretaron como un premio a su actuación 
durante la crisis filipina. Pero como en Indonesia no existía una amenaza creíble de la izquierda, Wolfowitz se limitó 
fundamentalmente a seguir con la política estadounidense de apoyo pleno al  Presidente Suharto. Si alguna vez 
aconsejó a Suharto que “descomprimiera” su gobierno, esto nunca llegó a ser de dominio público.

* Walden Bello es Director ejecutivo de  Focus on the Global South y profesor de Sociología en la Universidad de 
Filipinas

*************************************************

TLC TAILANDIA - ESTADOS UNIDOS: “DEBEMOS SACRIFICAR TODO LO QUE SEA NECESARIO, SI ESO NOS 
AYUDA A OBTENER UN MEJOR ACUERDO”
por Sajin Prachason*

La tercera ronda de negociaciones del tratado de libre comercio (TLC) entre Tailandia y Estados Unidos finalizó el 8 
de  abril  con  gran decepción  para  los  activistas  de la  sociedad civil,  ya  que ni  las  demandas ni  los  temas de 
preocupación de la gente fueron tenidos en cuenta.

Tras un breve retraso de las conversaciones el año pasado, las negociaciones entre Tailandia y Estados Unidos se 
reanudaron a pleno después de la aplastante victoria del partido de gobierno  Thai Rak en las elecciones nacionales 
de febrero de este año. La nueva ronda de negociaciones tuvo lugar entre el 4 y el 8 de abril de 2005 en un aislado 
aunque muy lujoso hotel ubicado en un acantilado con vista al mar en la ciudad de Pattaya. De los veintidós temas 
sobre la mesa, el que concitaba mayor preocupación entre campesinos, pacientes, académicos, ONG y otros actores 
de la sociedad civil era el de los derechos de propiedad intelectual (DPI). Siguiendo el modelo de los tratados de libre 
comercio firmados con Singapur, Australia y Chile, se esperaba que  Estados Unidos exigiera agresivamente una 
protección de los DPI más rigurosa que la que exige el Acuerdo de la OMC sobre los Aspectos de los Derechos de 
Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC, mejor conocido como TRIPS por su sigla en inglés). 
Para Tailandia eso acarrearía efectos devastadores en la vida de la gente y para millones de pequeños productores 
familiares,  debido  a  la  intensificación  del  control  que  pasarían  a  ejercer  las  empresas  transnacionales 
estadounidenses sobre los medicamentos y las semillas, por no mencionar otros productos básicos.    



Bienvenidos a la asombrosa Tailandia!
Tailandia  no es  Japón.  En  las  negociaciones del  TLC entre  Tailandia  y  Japón,  Japón  defiende  con  firmeza la 
protección de su agricultura, el sector más sensible desde el punto de vista político en ese país. Tailandia, por el 
contrario, está dispuesto a ponerlo todo sobre la mesa de discusión, sin importarle cuán sensible sea lo que pone. 
Sobre esa base, su estrategia es modificar la propuesta después, en función de su capacidad de negociación. No hay 
ninguna posición de fuerza con respecto a qué debe incluirse o excluirse en este proyecto de expansión comercial. 
Para Tailandia todo es negociable.

Las negociaciones del TLC con Estados Unidos son sumamente asimétricas, tanto desde el punto de vista del poder 
político como del económico. A pesar de esto, el gobierno tailandés y el equipo de negociadores decidió no dar a 
conocer información crucial y le pidió a la gente que confiara en ellos, ya que llevan “los mejores intereses del país en 
sus  corazones”.  En  realidad,  el  jefe  del  equipo  de  negociación,  Nitya  Pibulsongkram,  fue  antes  embajador  en 
Washington. Su experiencia en Estados Unidos debería haberle hecho comprender cómo se fijan las reglas en este 
tipo de acuerdo comercial y qué suerte correría Tailandia en las negociaciones. Lamentablemente, lo que le comunicó 
después a la opinión pública –que “finalmente, debemos sacrificar todo lo que sea necesario, si eso nos ayuda a 
obtener un mejor acuerdo”– simplemente demostró que Tailandia se había rendido a las reglas de juego impuestas 
por Estados Unidos, y dejó planteada la gran interrogante de ¿quién decide qué es lo mejor y para quién? 

Por eso, antes que la nueva ronda de negociaciones tuviera lugar, los grupos de la sociedad civil se manifestaron en 
las  calles  y  le  entregaron  una  carta  al  jefe  del  equipo  de  negociadores,  reclamando  que  se  excluyera  de  las 
negociaciones a los DPI y que se diera participación a la gente en el proceso. Mas a pesar que sus voces fueron 
suficientemente fuertes para hacerse escuchar, desdichadamente sus reclamos cayeron en oídos sordos. Es más, la 
movilización popular fue catalogada de “no constructiva” y de “reacción desmedida”. Al fin y al cabo, como explicaron 
las autoridades, “esta reunión, a pesar de ser la tercera  ronda, no es más que un foro para el  intercambio de 
información entre las partes, no para concluir el acuerdo”. Esta respuesta no fue más que un intento burdo de reducir 
las preocupaciones de la gente a un problema meramente técnico, y una negativa implícita a la participación del 
público en la negociación del TLC.

Cuando se dio inicio oficialmente a las negociaciones sobre liberalización del comercio el 5 de abril,  más de mil 
personas salieron a la calle y marcharon hasta el hotel donde se estaban reuniendo los negociadores. Aun cuando 
los  manifestantes  lograron  llegar  hasta  las  puertas  del  hotel,  estaban  todavía  demasiado  lejos  para  que  los 
participantes de la reunión (y por supuesto los huéspedes del hotel) pudieran darse cuenta de lo que sucedía fuera 
del edificio. Después de discutir con la policía y algunos representantes del equipo de negociadores de Tailandia, 
quince manifestantes fueron invitados a ingresar al hotel para conversar con la representación tailandesa. Después 
de cuarenta y cinco minutos de reunión, sólo hubo lugar para una nueva decepción: “nosotros somos simplemente los 
negociadores, no somos quienes toman las decisiones”, fue la respuesta del equipo de negociadores. “Si sacamos de 
la mesa los DPI, Estados Unidos hará lo mismo con otros temas”.    
  
Gracias por tu estupidez, Tailandia
“Incluso  sin  los  tratados  de  libre  comercio,  el  pueblo  tailandés  ya  paga  medicamentos  caros”,  es  uno  de  los 
argumentos utilizados por los negociadores tailandeses, que intentan convencer así a la opinión pública de que el 
tratado con Estados Unidos es irrelevante con respecto a los altos precios de los medicamentos. Quizás no saben 
que el trasfondo de esta situación es que ocho años antes de la fecha límite establecida por la OMC, Tailandia ya 
había sucumbido a las presiones de Estados Unidos para ampliar de 15 a 20 años la protección de las patentes de 
medicamentos (tal y como se estipula en el acuerdo sobre los ADPIC). En otras palabras, Tailandia ya se excedió en 
el cumplimiento de sus obligaciones en el marco de los ADPIC a raíz de las presiones estadounidenses. Mientras 
otros países en desarrollo se tomaron esos (8) años extra para desarrollar y fortalecer sus industrias farmacéuticas, el 
pueblo  tailandés  se  ha  visto  obligado  desde  1992  a  comprar  medicamentos  patentados  caros,  y  la  industria 
farmacéutica nacional ha visto reducidas sus posibilidades de desarrollo y su capacidad de proporcionar alternativas 
más asequibles. En consecuencia, no resulta sorprendente que los precios de los medicamentos sean altos, incluso 
“sin los TLC”.



En los últimos meses, Estados Unidos ha utilizado varias tácticas para apaciguar las presiones contrarias al TLC 
propuesto. La Embajada en Bangkok se puso en contacto con varias organizaciones civiles y les ofreció mantener 
una reunión, aunque insistieron en que no participara la prensa. La oficina del representante de comercio de Estados 
Unidos (USTR) organizó una reunión informal el 5 de abril que confirmó la convicción de la sociedad civil de que la 
vida de la gente no es ni será considerada como una prioridad en el Tratado con Estados Unidos. Aparentemente el 
único objetivo de la reunión fue persuadir  a los participantes de que el  pueblo tailandés se beneficiaría con un 
acuerdo sobre los DPI con Estados Unidos.

Todo el proceso de inauguración, negociación y conclusión de TLCs en Tailandia está completamente desprovisto de 
valores  democráticos.  El  Parlamento  no  es  consultado  ni  se  requiere  su  aprobación  para  firmar  esos  tratados. 
Tampoco se  promueve seriamente  la  participación popular  en el  proceso.  Los  resultados de las  negociaciones 
quedan en manos de unos pocos miembros del gobierno y se deciden a puertas cerradas. Hasta ahora no está claro 
cuáles son los beneficios que se pretende obtener a través de este TLC con Estados Unidos. En los últimos 37 años, 
los inversionistas estadounidenses han disfrutado más privilegios que los demás inversionistas gracias al Tratado de 
Amistad, pero ahora  exigen aún mas liberalización. En cambio en agricultura, donde Tailandia goza de ventajas 
comparativas, el tema de los subsidios agrícolas estadounidenses que llevan a la caída de los precios en el mercado 
mundial, no está incluido en las negociaciones. En tales condiciones, este TLC no puede significar otra cosa para 
Tailandia que la  profundización del  dominio de Estados Unidos y  sus empresas.  Lamentablemente,  el  gobierno 
tailandés se mantiene en silencio y demuestra ser crónicamente sordo a las preocupaciones de su pueblo.

La tercera ronda de negociaciones del TLC entre Tailandia y Estados Unidos ha terminado. Fue la primera y la última 
reunión a realizarse en Tailandia, ya que las futuras rondas tendrán lugar en otros lugares. Eso significa que el resto 
de las negociaciones se podrán llevar a cabo con mayor facilidad,  lejos de las presiones de la  opinión pública 
tailandesa.  El  resultado  de  la  negociación  en  Pattaya  no  produjo  cambios  significativos.  Los  negociadores 
estadounidenses  manifestaron  su  satisfacción  por  los  resultados  y  su  disposición  a  avanzar  hacia  los  pasos 
siguientes en la próxima reunión en julio-agosto. El equipo tailandés repitió su argumentación de que no se llegará a 
acuerdos  ni  se  harán  compromisos  sobre  ningún  tema  en  esta  etapa.  Y  los  DPI  siguen  en  la  lista.  La  única 
modificación es el agregado de una oración sobre el “respeto a la Declaración de Doha”, que no se condice en 
absoluto con la actitud de incluir los DPI en la mesa de negociaciones. 

La participación popular es esencial. Tailandia no puede considerarse un país democrático si no se le permite a su 
pueblo participar plenamente en la toma de decisiones económicas, en particular cuando se trata de un mega plan 
como los TLC que perjudican a muchos y benefician a muy pocos. No es suficiente con evaluar los “beneficios” de un 
TLC solamente  en  función  de  la  competitividad  del  sector  privado,  sin  tener  en  cuenta  los  impactos  sociales, 
culturales y ambientales en su conjunto. En respuesta a la oposición generalizada contra los TLC con Estados Unidos 
y  Japón,  las  autoridades  tailandesas  propusieron  crear  un  centro  de  información  y  quejas,  demostrando  su 
concepción equivocada de que la participación de la gente se puede canalizar a través de un “dispositivo técnico”. 
Por el contrario, la participación genuina de la gente en las negociaciones de los TLC debe expresarse en el ámbito 
político, en las políticas y en la práctica. Todos los sectores de la sociedad deben contar con la información que les 
permita debatir los temas trascendentes, porque Tailandia no es una empresa y el derecho a gobernar nos pertenece 
a todos.

* Sajin Prachason es investigador asociado de Focus on the Global South.

*************************************************

ADENTRO DE LA ‘MATRIX’: EL SISTEMA DE IDENTIFICACIÓN CIVIL DE FILIPINAS
por Herbert Docena*



 [Este artículo es una versión abreviada de un informe más extenso titulado “Under the Watchful Eye: The Philippines 
National  ID  System  and  the  Global  Project  to  Compile  Dossiers  and  Keep  an  Eye  on  Everyone",  que  puede 
descargarse en: www.focusweb.org/pdf/NatID article-format.pdf]

El proyecto multi-estatal de intercambio de información anti-terrorista (MATRIX) es una base de datos gigantesca que 
contiene  millones  de  elementos  de  información  personal,  incluyendo  características  físicas,  etnia,  direcciones 
presentes y pasadas, números de teléfono, historia delictiva, información patrimonial, fotografías de vecinos y socios, 
modelo de auto, historia de crédito,  y registros de matrimonio y divorcio. La lista completa de la información se 
mantiene en secreto para que nadie sepa con seguridad –salvo los que tienen acceso a la base de datos- qué más se 
puede encontrar en la MATRIX. El mantenimiento de esta base de datos lo realiza una empresa privada en 5 estados 
de EE.UU. La base es financiada parcialmente por el Departamento de Justicia estadounidense, controlada por el 
Departamento de Seguridad Interna, y accesible a altos funcionarios del gobierno estadounidense. (1)

Después del 11 de septiembre de 2001 los programadores de MATRIX formularon un “cociente de terrorismo” para 
buscar “terroristas potenciales” en los registros de la base de datos. Esta práctica se denomina “minería de datos” y 
consiste  en  el  análisis  informático  de  enormes cantidades  de  información  personal  para  identificar  patrones de 
conducta que supuestamente son indicadores de actividad “terrorista”. Esto a su vez se utiliza para “realizar perfiles, 
o asignar niveles de riesgo a las personas. En base a los cálculos de la supercomputadora un total de 120.000 
personas fueron clasificadas con un puntaje de “factor terrorista alto”. Sus nombres se le entregaron a la Agencia de 
Investigación Federal (FBI), el Servicio Secreto y otras agencias de policía. Decenas de personas fueron arrestadas, 
pero hasta el momento su identidad –y que les pasó en última instancia- permanece en secreto. (2)

Aunque esto suena a una trama de ciencia-ficción, la MATRIX es real:  su existencia no ha sido negada ni está 
clasificada como información confidencial. Y a pesar que el gobierno descartará esto como una teoría conspirativa, 
hay buenas razones para sospechar que MATRIX ha sido el modelo para el uso que pretende darle el gobierno 
filipino a toda la información que obtendrá a través del sistema nacional de identificación (SNI)propuesto en ese país.

Es importante  resaltar  que lo  que resulta  crucial  para  el  sistema nacional  de  identificación no es  la  cédula  de 
identidad en sí misma sino la enorme cantidad de información que estará asociada a ésta. Incluso la Suprema Corte, 
al  invalidar  la  orden  anterior  del  ex  Presidente  Fidel  Ramos  de  poner  en  práctica  el  Sistema  Nacional  de 
Identificación, reconoció el real objetivo del gobierno al declarar que el sistema le podía dar al gobierno “el poder de 
recopilar un expediente devastador contra ciudadanos inadvertidos”.

El SNI implica que todos los Filipinos recibirían un único “número de referencia” al nacer, al cual se le adosará toda 
su información personal respectiva en una base de datos central. De hecho, el gobierno ya ha dado pasos para reunir 
y concentrar en un sólo sistema toda la información que está dispersa en las distintas agencias gubernamentales. El 
Secretario de Defensa Avelino Cruz reveló claramente cuál es la idea que subyace a esta propuesta al declarar que 
“con un sólo número por persona, es más fácil examinar sus archivos desde una computadora”. (3)

Lo que no dicen en voz alta, sin embargo, es que la base de datos no tiene por fin solamente mantener los diferentes 
registros de las las personas. El  proyecto de ley del senador Pánfilo Lacson específicamente menciona que “un 
mínimo de datos se mantendrá en la cédula de identidad, en tanto los datos más sensibles y confidenciales se 
almacenarán en sistemas de gestión computarizada”. El Secretario del Interior Ángelo Reyes declaró que las cédulas 
de identidad contendrán otras “características distintivas”. Cruz quiere incluir los registros de antecedentes delictivos. 
Es importante tomar nota de que el conjunto de datos accesibles al propietario de cada cédula no será idéntico a los 
datos que recolectará y a los que tendrá acceso el gobierno. Los datos sólo serán “confidenciales” para el titular pero 
obviamente no para quienes los mantienen.

¿Qué pretende  hacer  el  gobierno  con  toda  esta  información  “sensible  y  confidencial”?  Hay  quienes  pretenden 
presentar la propuesta como un simple plan inocente para facilitar las gestiones gubernamentales, o, en palabras del 
Secretario de Prensa Ignacio Bunye, para aligerar las billeteras (4). Sin embargo, la propia Presidenta Arroyo aclaró 

http://www.focusweb.org/pdf/NatID article-format.pdf


explícitamente que la propuesta es necesaria “para sumar más herramientas al combate contra el terrorismo” (5). 
Ésta, casualmente, también es la meta declarada de MATRIX. El SNI será utilizado para construir una enorme base 
de datos centralizada con los expedientes de todos los filipinos, para mantener vigilados a aquellos que el sistema 
clasifique como “terroristas” en primer lugar y, en segundo lugar,  para descubrir “terroristas potenciales” entre la 
población.

¿Quién estará a cargo de decir quién es “terrorista”? Con la estrecha cooperación entre Estados Unidos y Filipinas en 
la “guerra contra el terrorismo”, no solamente será la Presidenta Arroyo la que tendrá la llave de nuestra MATRIX 
local y quien decidirá entonces quién es bueno y quién no. Hay buenas razones para creer que el SNI de Filipinas es 
parte de un ambicioso proyecto dirigido por Estados Unidos para crear una infraestructura de registro y vigilancia 
mundial, que asegure que no quede prácticamente nadie en el planeta por fuera de ese registro, y que todos nuestros 
movimientos, comunicaciones y transacciones sean monitoreadas, registradas y almacenadas en bases de datos 
enlazadas en una red global accesible a diversos gobiernos.

Nuevamente,  esto  puede  sonar  como  una  teoría  conspirativa  estrafalaria,  pero  en  los  hechos,  los  elementos 
tecnológicos  necesarios  para  una  infraestructura  de  vigilancia  global  ya  se  encuentran  disponibles  y  se  están 
utilizando. Hay mucha presión para crear sistemas nacionales de identificación civil con sus correspondientes bases 
de datos,  no sólo en Filipinas,  sino en muchos países en todo el  mundo.  Ya se está aplicando un sistema de 
identificación global de facto mediante la adopción de los pasaportes biométricos como norma internacional. Al mismo 
tiempo, se expande un sistema mundial para rastrear movimientos y monitorear comunicaciones y transacciones. Se 
enlazan bases de datos nacionales e internacionales, tanto públicas como privadas, que se ponen en red y se hacen 
inter-operables, creando una situación sin precedentes. La “minería de datos” prolifera.
 
Todo esto está ocurriendo en un contexto más amplio marcado por la introducción de “leyes anti-terroristas” en todo 
el mundo, acompañadas por una creciente armonización de las agencias de seguridad de los distintos países. Estas 
leyes anti-terroristas invariablemente legalizan los arrestos sin garantías y las detenciones por tiempo indefinido, 
flexibilizan  las  reglas  para  la  intervención  de  líneas  telefónicas,  la  vigilancia  personal  y  el  seguimiento  de  las 
comunicaciones y las transacciones personales, el congelamiento de bienes patrimoniales, etc. —todo sin que los 
funcionarios gubernamentales tengan que demostrar la existencia de fundamentos razonables para llevar adelante 
estos actos. En algunos casos, esta legislación incluye disposiciones que autorizan allanamientos secretos, arrestos 
secretos y juicios secretos –en el sentido que no se le permite a la persona afectada informarle a nadie que ha sido 
allanada, arrestada o que está acusada en un juicio.

¿Será que todas estas medidas lograran detener al  “terrorismo”? El congresista Próspero Nograles,  uno de los 
propulsores del SNI en el Congreso de Filipinas, recientemente admitió en una entrevista de televisión que “no hay 
garantías” de que así sea. (6). En realidad, los funcionarios del gobierno a menudo quedan en blanco cuando se los 
presiona para que expliquen cómo podría exactamente el SNI haber evitado el reciente ataque con bombas ocurrido 
en Makati.

¿Servirá acaso el SNI para atrapar “terroristas”? Depende de quiénes sean catalogados como tales por la Arroyo o 
por Bush: Nelson Mandela fue otrora etiquetado como “terrorista”, los iraquíes que ejercen su derecho a resistir la 
ocupación de su país tal y como lo consagran las Convenciones de Ginebra, son “terroristas”. Según lo admitiera el 
ex director del  Servicio de Inteligencia y Seguridad canadiense, las definiciones del término “terrorismo” podrían 
“incluir fácilmente conductas que no se asemejan en nada con el terrorismo”. (7)

Los activistas, la oposición política y prácticamente cualquiera cuya existencia y acciones socaven los intereses de 
aquellos que tengan el poder de decidir quién es “terrorista” serán especialmente vulnerables. Como la discriminación 
es intrínseca a la “minería de datos” y la clasificación según perfiles, los musulmanes serán más estigmatizados que 
nunca. Pero aunque son los que corren más riesgo, no son sólo los musulmanes o los activistas quienes corren 
peligro ahora.



En la medida en que las leyes anti-terroristas presumen que todos somos culpables a menos que demostremos 
nuestra inocencia, y como la minería de datos nos trata a todos como posibles criminales a menos que nuestro 
“cociente de terrorismo” pruebe lo contrario, hoy somos todos “terroristas potenciales”. Eso sí, no cualquier clase de 
“terrorista”, sino “terroristas” con cédula de identidad a disposición para probarlo.

* Herbert Docena es investigador asociado de Focus on the Global South. Este artículo es una versión abreviada de 
un informe más detallado titulado "Under the Watchful  Eye:  The Philippines National  ID System and the Global 
Project  to  Compile  Dossiers  and  Keep  an  Eye  on  Everyone”,  que  se  puede  descargar  en 
www.focusweb.org/pdf/NatID article-format.pdf 

Notas:
(1) Madeleine Baran, "Welcome to the Matrix," The New Standard, 8 de julio de 2004; David Cole, "Uncle Sam is 
Watching You," New York Review of Books, 18 de noviembre de 2004
(2)Baran, "Welcome to the Matrix" 
(3)"Inclusion of criminal records in national ID mulled," Philippine Daily Inquirer, 5 de marzo de 2005
(4)  Gil  C.  Cabacungan Jr,  Christine  Avendano,  Edison Tandoc Jr,  "Bunye dispels  fears  of  national  ID  system," 
Philippine Daily Inquirer, 21 de febrero de 2005 
(5) Dalangin-Fernandez, "Arroyo backs national ID system" 
(6) Entrevista, Canal ABS-CBN, 10 de marzo de 2005
(7)  Reid  Morden,  "Spies,  not  Soothsayers:  Canadian Intelligence after  9-11,"  CSIS Commentary,  No.  85,  26  de 
noviembre de 2003.
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